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Editorial
CONTINUAMOS LA LUCHA SIN CLAUDICAR 
Hace 42 años surgió el ELN, un 4 de julio, como respuesta al Estado que soporta y mantiene el orden  injusto, que reproduce la explotación y opresión sobre las mayorías nacionales.  Nacimos con el compromiso de luchar, junto con el pueblo, por las transformaciones  que garanticen el derecho a vivir en paz, con justicia social y democracia, en un país con dignidad y donde lo más importante sea el ser humano en armonía con la naturaleza.

En esta lucha que es legítima e inaplazable, nos hemos mantenido firmes en todos estos años, seguimos en la trinchera y le cumpliremos al pueblo sin claudicar, hasta vencer.

Han pasado todos estos años y el país es distinto y peor para el pueblo. 
Ha cambiado  la realidad económica, política y social.  La minoría que oprime y explota al pueblo acumuló más poder y beneficios  y, en cambio,  se  han multiplicado las desgracias y el sin futuro de las mayorías nacionales. Con la reelección del actual presidente lo que se perfila en el horizonte es la profundización de la situación actual: expansión  de la pobreza,   restricción de la democracia, más entrega de la soberanía nacional y el escalonamiento de la guerra. 

La maquinaria electoral de la coalición de siete partidos impuso el continuismo ultraderechista,  con los votos del 27.55 %  de los colombianos aptos para votar en las elecciones del 28 de mayo pasado; el otro 72.45 % se abstuvo, votó por otros candidatos o en blanco. La abstención es un fenómeno histórico en Colombia. 

Este resultado refleja la corrupción y politiquería que domina la vida política del país, el poder de las maquinarias electorales que eligen cada cuatro años presidente y Congreso comprando y presionando votantes, deja en claro la utilización de la estructura de gobierno para favorecer al candidato-presidente y el reagrupamiento de la oligarquía en torno a la ultraderecha que encarna el uribismo.
En estas elecciones,  como en las anteriores, ganaron los mismos para que el país siga peor. Los gremios económicos y las trasnacionales que impusieron el candidato que representa sus intereses,  los Estados Unidos  con la continuación del “más leal y creíble aliado” en el gobierno de Colombia,  los poderosos patrones narco- paramilitares esperanzados en que Uribe Vélez les cumpla por fin el compromiso de no extraditarlos y liberarlos jurídicamente por  los crímenes atroces, la estructura terrorista del Estado  y los jefes de la guerra sucia que apuestan a continuar cometiendo todo tipo de violaciones a los derechos humanos  con total  impunidad.

Este gobierno reelegido por menos de la tercera parte del electorado, es legal ante la institucionalidad burguesa e ilegítima ante el pueblo.

El Presidente, en este segundo  mandato y con una mayoría del 70% en el Congreso, queda  con el control de los hilos para implantar el régimen político autoritario que viene implantando desde tiempo atrás,  puede copar la totalidad del poder público aprovechando que en este cuatrienio, entre el ejecutivo y el legislativo, deben nombrar Contralor General, Procurador General, renovar el Banco de la República, la Corte Constitucional y la Corte Suprema de Justicia, entre otras instituciones. 

Es decir, todo el poder quedará controlado por la extrema derecha  ávida de extender el mandato por muchos años más, mediante la reforma a la Constitución como lo están planteando voceros reconocidos del uribismo  y el mismo Presidente lo  anunció con el pretexto de aclarar competencias entre las Cortes.

El Polo Democrático que logró la segunda votación en las elecciones presidenciales, la más alta alcanzada por la izquierda en la historia del país, se proyectará como oposición real si enfrenta con valentía desde el parlamento al nuevo régimen político y cumple con su electorado vinculándose activamente a las luchas sociales en la calle. 

En las pasadas elecciones el pueblo fue el afectado, como siempre. La esperanza de  democratización y de transformaciones que conduzcan al bienestar de las mayorías nacionales, la posibilidad de desenraizar la estructura terrorista del Estado y de construir la paz con justicia social, se frustraron una vez más. 

Con la configuración del Frente Oligárquico en torno a Uribe se hace más evidente  la polarización en que está el país y la existencia de dos proyectos de nación: el de las minorías que se aferran a sus privilegios y hacen resistencia a superar las causas que originan y alimentan el conflicto social y armado, y el de las grandes mayorías que exigen cambios profundos para  la reconstrucción del país.  

Corresponde a las organizaciones  revolucionarias, al movimiento político de izquierda y al movimiento social enfrentar el reto inaplazable, desde la unidad, de confrontar al régimen ultraderechista, combinando las diferentes formas de lucha en torno a las banderas de la democracia, la soberanía, la justicia social y la paz.

Coyuntura Nacional
DE REFORMA EN REFORMA, HASTA LA DEBACLE TOTAL
El presidente de Colombia es un campeón olímpico en varias lides que van desde ser el que más visitas ha hecho a Washington, hasta el que más reformas a la legislación nacional ha impuesto para consolidar el poder de la ultraderecha, contando en esta a sus socios narcoparamilitares.

Entre sus record notables está el de las reformas tributarias que ha impulsado para favorecer a las transnacionales y a los ricos de Colombia y siempre, por supuesto, en contra de quienes día a día deben luchar su pan.

Sobre la maltratada espalda del pueblo colombiano pesan no solo las 14 reformas tributarias hechas desde 1990, sino todas las otras consecuencias de la apertura impuesta por el neoliberalismo, el desempleo, el TLC , la Deuda Externa,  la reforma laboral y la represión inherente a ese modelo económico globalizante.

Antes de asumir oficialmente su segundo mandato Uribe ha propuesto al Congreso una nueva reforma tributaria.

Según el equipo económico del gobierno los cambios que están proponiendo favorecerán a los más pobres, porque quienes ganen menos de siete salarios mínimos  no pagarán impuesto a la renta, los que cobran entre 7  y 25 salarios mínimos tributarán el 15% y los que ganan más de esos 25 salarios pagarán un 33%.
Según el país virtual que presentan el Presidente y sus funcionarios, al estar exentos de impuestos los afortunados que cuentan con empleo y que ganan menos de siete salarios mínimos tendrán un mayor poder adquisitivo.  

El pequeño detalle es que uno de los puntos básicos de la reforma es justamente aplicar el Impuesto al Valor Agregado (IVA) aumentado a 10 ó 12% para todos los productos de la llamada “novísima” canasta básica y los servicios públicos (energía eléctrica, agua, alcantarillado, aseo), y elevar al 17% el resto de productos. A los bienes considerados suntuarios como carros,  tal vez teléfonos móviles y otros no determinados se les  cobrará el 25%.

Esta medida significaría que por cada uno de los productos de la canasta (harina, pan, huevos, leche, arroz, frijoles, jabones, etc.) el trabajador que depende de uno hasta siete salarios mínimos pagará el mismo impuesto que el empresario, el ejecutivo de una transnacional o el narcotraficante. Pero igual lo tendrá que pagar el desempleado, el trabajador informal, el que se gana la vida en un empleo precario, el que tiene contrato o el que ya lo terminó, el pensionado, el indigente.

Como gran consuelo propagandizan que salud, educación, arriendo de vivienda y el transporte público estarán exentos del IVA y que por un mecanismo, que está apenas en difusa gestación, se les devolverá a los estratos 1 y 2 del SISBEN, 294 mil pesos anuales (aproximadamente 117 dólares), o sea la irrisoria cantidad de 24.166 pesos mensuales (más o menos 9 dólares con sesenta centavos), suma que no es ni para compensar en lo más mínimo lo que van a gastar en el IVA.

Según un estudio recientemente presentado por Centro de Investigaciones para el Desarrollo (CID), de la Facultad de Ciencias Económicas de la Universidad Nacional, en el 2005 la pobreza afectó a 30 millones de colombianos,  este dato contradice abiertamente el estimado gubernamental que es de 22.5 millones de pobres. 
Por otra parte este mismo informe denuncia que para adquirir la canasta básica novísima de que habla el Departamento de Planeación Nacional, se necesitan menos ingresos que para la canasta realmente básica. Así que es fácil deducir que los componentes de la canasta conformada por el gobierno para los pobres es sencillamente una vía para aumentar la desnutrición.

¿De qué poder adquisitivo hablan los que hacen coro al presidente? Con toda seguridad ninguno de ellos se ve obligado a vivir con la exigua canasta determinada por el Departamento de Planeación.

La paradoja  de la reforma propuesta es el tratamiento para los más ricos y las transnacionales.

El impuesto a las grandes rentas bajará del 38,5%  al 32%, y además les darán una nueva gabela para incentivar las inversiones, bajo el falso pretexto de que con esa reinversión disminuyen sus utilidades.  Estamos hablando de los grandes empresarios nacionales y de las voraces empresas transnacionales a las que el TLC, ahora con el acuerdo sobre los textos, les ha abierto las puertas y las ventanas. 

Por otra parte desmontarían el impuesto bancario del cuatro por mil que se había colocado a las transacciones de los millonarios y las empresas, únicos que pueden hacer esas actividades.

Para que el propio verdugo del pueblo colombiano, Álvaro Uribe, reconozca que la ya menguada clase media va a salir afectada de ser aprobada esta reforma,  es porque lo que se vislumbra es una profundización de la catástrofe social que ya vivimos los colombianos no oligarcas, ni narcotraficantes.

El déficit fiscal (o sea la falta de suficientes ingresos a la nación para cubrir los gastos de la misma) es del 40% con respecto al presupuesto nacional.  Los gastos en la guerra contra el pueblo y la insurgencia, a pesar de la “ayuda” de los gringos, han ido profundizando más este enorme hueco que el gobierno pretende rellenar asaltando el bolsillo de los pobres y favoreciendo la cartera de los poderosos.

Se ha propuesto además un nuevo impuesto de guerra, del 1% sobre los ingresos de los sectores más poderosos, clara señal de que los planes guerreristas de Uribe están a la orden del día y de que mediante los impuestos, tanto los ricos como los pobres estamos obligados a sufragar los gastos de la guerra contra nosotros mismos. 

Como es fácil de deducir las reacciones no se han hecho esperar y el debate está al día: los favorecidos defienden la propuesta total o parcialmente de acuerdo a sus intereses gremiales y los más afectados, que logran darse cuenta de lo que viene, empiezan a trabajar para que este engendro no prospere.

No será una lucha fácil, especialmente en el Congreso donde los uribistas sin lugar a dudas sacarán jugosos dividendos políticos para que el presidente pueda contar con su voto aprobatorio.

Aparece pues una nueva batalla a dar por parte de los sectores populares en este país presa de las huestes capitalistas nativas y extranjeras.  La crisis humanitaria se profundizará de ser aprobada esta nueva reforma tributaria.

Los motivos para movilizarnos y luchar por la subsistencia, por la defensa de nuestra soberanía, por la justicia social, aumentarán  día a día durante este cuatrienio.  Se impone unir fuerzas para defender los intereses de la mayoría.

Coyuntura Nacional
CONSTRUCCION SOCIAL DE LA VERDAD Y LA MEMORIA HISTÓRICAS

Importante desafío se ha trazado el Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado, en su Tercer Encuentro, realizado en Bogotá el 6 de julio del presente año.

Desde todos los departamentos de nuestro país fueron llegando defensores de derechos humanos, organizaciones sociales y sindicales para denunciar a nivel nacional e internacional la manera como se siguen violando los derechos humanos.

La lucha contra la impunidad cada vez se vuelve más organizada y decisiva. La brutal persecución de todos los sectores de la población por parte del Estado colombiano sobrepasa los límites de la ignominia.

El gobierno viene tratando, de todas las maneras posibles, de eximir de responsabilidad al Estado colombiano de ser el protagonista principal  del terrorismo y de las barbaries ocasionadas por el paramilitarismo. 

Los informes publicados dan cuenta de la gravedad de la situación. El Magdalena Medio  y el departamento de Antioquia (centro y noroccidente del país), son  las regiones más hostigadas.

En Antioquia, el “desmovilizado” jefe narcoparamilitar Don Berna se ha hecho al control de la región. Los pobladores de Bello e Itagüí (barrios de Medellín, la capital del departamento) se hallan permanentemente  sitiados por el paramilitarismo que desde del silencio del Estado sigue amenazando y asesinando a lideres sociales, educadores y defensores de derechos humanos.

Igual situación viven el departamento del Quindío (al centro occidente de Colombia) y toda la región de la Costa Atlántica (al norte). En el departamento del Magdalena, por ejemplo, en tres años (entre 1998 y el 2001), las masacres aumentaron un 700%.

No hay región que escape a la sistemática violación de los derechos humanos, hoy legitimada bajo la “Seguridad Democrática”, bandera cruenta de Uribe Vélez.

Pero en medio de la zozobra, la población colombiana hace digna resistencia y se organiza para frenar a como dé lugar el genocidio a que se le viene sometiendo desde hace más de medio siglo.

Por eso es supremamente significativo que en este Tercer Encuentro Nacional de Víctimas se hayan intercambiado opiniones y elementos para una estrategia en el campo de la construcción social de la verdad y la memoria históricas.

Es indudable que en la concepción de esa nueva nación, de ese nuevo país que anhelamos, con democracia y justicia social, la búsqueda de la verdad es una pieza clave contra la impunidad.

La dura historia de nuestro país hace vital el esclarecimiento de los hechos  que nos han enlutado. No es posible la democracia en Colombia si no está antecedida por una investigación fidedigna  de los crímenes de lesa humanidad cometidos por el Estado. 

Creemos a ciencia cierta, que en este justo y urgente ejercicio de penetrar en las entrañas del aparato represivo, (sus instigadores, planificadores, financiadores y ejecutores, que muy seguramente comprometen a presidentes de la república, ministros, políticos, militares y a otras instituciones gubernamentales, algunos medios de comunicación, multinacionales y a narcotraficantes), deben participar  activamente todos los sectores de la población, personalidades democráticas y progresistas, organizaciones sociales y sindicales y la comunidad internacional.

El reconocimiento social de las víctimas y la reparación integral, el encuentro con  la verdad, la identificación y castigo a los responsables, son tareas medulares y motivo de movilización regional y nacional.
En ese mismo sentido hay que dar la lucha jurídica y social contra la ley 975/05 y el decreto 128/03 que excluyen a las víctimas del Estado de la participación en el juzgamiento de los culpables y ubican al paramilitarismo como un fenómeno totalmente aislado del aparato estatal.

Ley y decreto que pretenden, ni más ni menos, hacer aparecer al Estado colombiano como la única víctima y al pueblo y a sus organizaciones sociales como los victimarios. 

El Movimiento de Víctimas de Crímenes de Estado viene dando una gran batalla contra el Estado colombiano. La seriedad y documentación de sus denuncias, la profundidad en el análisis de la realidad sociopolítica del país y del terrorismo, hicieron  de este Tercer Encuentro, una valiosísima reunión que pone sobre el tapete elementos de debate y de trabajo, en relación a la compleja situación de los derechos humanos.

Valoramos positivamente el enfrentamiento  a las políticas neoliberales de Álvaro Uribe Vélez, por cuanto llevan consigo los dictados de la Doctrina de Seguridad Nacional impartida por el imperio desde la Escuela de las Américas.

La construcción social de la verdad y la memoria históricas, se convierten para las victimas del terrorismo del Estado, en un instrumento contundente que levantará los escombros de una horrorosa historia ocultada y distorsionada por el poder económico y político.

Las luchas que los trabajadores y los sin trabajo, los indígenas, campesinos, estudiantes, mujeres, movimientos y organizaciones sociales, democráticas, políticas y revolucionarias, hemos librado desde hace mucho tiempo, constituyen la verdadera historia colombiana.

Recuperar la historia y sistematizarla, por muy trágica que ella sea, nos permite apropiarnos de una realidad que hay que transformar y más cuando se trata de defender el más sublime derecho: el de la vida. 

Desenmascarar al Estado colombiano y su estrategia contrarrevolucionaria narcoparamiliar, encontrar y castigar a los responsables de los crímenes de lesa humanidad, recuperar el derecho al trabajo, a la educación, a las tierras usurpadas y a la soberanía nacional, se erige como el mejor homenaje a los asesinados, desaparecidos, torturados, amenazados, detenidos y a sus familiares. 

La búsqueda de la verdad en la batalla contra la impunidad aportará en gran medida el cimiento necesario de un nuevo Estado de Derecho, una nueva Constitución, en un nuevo país con democracia y justicia social.

Coyuntura Internacional
MERCOSUR  SE C0NSOLIDA  COMO ACUERDO SUDAMERICANO  POR LA AUTODETERMINACION DE NUESTROS  PUEBLOS

MERCOSUR es el Mercado Común del Sur, acuerdo económico   que conformaban hasta  este mes  Brasil, Argentina, Uruguay y Paraguay.  Venezuela  acaba de incorporarse como socio pleno  en estos días  pasados. 
Este inmenso  bloque económico, nacido en 1991, se ha consolidado   como un gran acuerdo arancelario, donde la mayor parte de los  productos de estos países (90%) circulan sin ningún impuesto  creando un mercado  de más  de 290 millones  de  personas y  con un producto  bruto interno  mayor  de mil millones de dólares. Esto  antes  de la entrada de Venezuela. 
Ahora al grupo ingresa quien posee la octava reserva de gas universal  y una reserva petrolífera de más de 200 mil millones de barriles.  Más del 75%  del PIB  sudamericano queda agregado al MERCOSUR.
Factor  de integración económica, que   intenta  construir una comunidad política y cultural, el MERCOSUR  se está  convirtiendo en  la  punta de lanza  de la independencia   latinoamericana y caribeña frente a los  grandes polos  de poder.   
Su  sentido estratégico  se ha manifestado en plenitud en la confrontación con los  Estados Unidos y su  intento de imponer el ALCA y  crear  los  TLC  bilaterales,  para  consolidar su dominio  sobre las  materias primas y los mercados de nuestra región.

El ingreso de Venezuela, protocolizado  en la reunión de Caracas este 5 de julio, con la asistencia de los Jefes de Estado  de los países miembros, fortalece al MERCOSUR y   potencia al ALBA, que aporta su  sentido  bolivariano. Bolivia  es la próxima nación candidata  a  ingresar  a esta unión comercial.
El Panamericanismo  de Monroe  se  las  ve  en el siglo  XXI  con el bolivarismo  de  la América toda,  donde además de la fortaleza  económica, se va  diseñando un polo   democrático  y  transformador  con  los gobiernos de Argentina, Brasil, Uruguay, Bolivia y Venezuela.

Lento y complejo  es el proceso  de integración de nuestras economías, mas si existe una decisión política, los pasos pequeños se van convirtiendo   en   fuertes lazos que van  recomponiendo la identidad perdida y derrumbando las fronteras  artificiales que se construyeron en la historia  de las Repúblicas  nacidas en medio de la lucha  de liberación nacional  contra el imperio español.
Según el Comandante Fidel “Hoy la unión de América Latina es una necesidad vital, por eso surge el MERCOSUR, y por eso los del norte tratan de dificultar la integración de América Latina. Y hay contradicciones, pero para los pueblos de América Latina no es simplemente un gran sueño, un ideal; hoy es una cuestión vital...” 

MERCOSUR nace y se ha mantenido como el proyecto de las  clases capitalistas más modernizantes de sus países miembros. Los trabajadores  de la región comprendemos que   esa es una vía posible, donde la  condición  solidaria  hay que imponerla, llevarla como   bandera   de la necesaria  independencia frente  al imperio y las transnacionales.   

La simbiosis del ALBA y MERCOSUR, la suma de las  potencialidades de Cuba y Bolivia y  el empuje arrollador  del Comandante Chávez y su  gobierno   bolivariano, son parte  de esta  contradicción  transformadora, donde los pueblos tenemos mucho  por ganar y construir.

A los imperialistas  yanquis  y europeos  estos grandes bloques contradictores  no les gustan, ni les convienen. Ni  siquiera  los bloques capitalistas.   Este esfuerzo  de   convertir el MERCOSUR en unidad   latinoamericana para la integración y el desarrollo, no solo  de los industriales y empresarios, es el camino que   tienen que  retomar los pueblos  para materializar  el sueño   grandioso de Simón Bolívar.

MERCOSUR con el ingreso  de Venezuela bolivariana se  cualifica y  debe empezar  a mirar hacia los   pobres y necesitados. Los discursos de los presidentes Kischner y Lula en la ceremonia  de ingreso,  manifestaron una  clara vocación latinoamericanista y democrática. 

Es tarea  de los trabajadores de esos países y de los nuestros,    luchar por  fortalecer el cariz democrático de este proceso    que   cada día  manifiesta  mejor salud y  posibilidades.  La integración latinoamericana es  tarea permanente y solo es posible realizarla confrontando al imperialismo y sus  empresas transnacionales.

El MERCOSUR  revitalizado  avanza como un acuerdo sudamericano por la autodeterminación de nuestros pueblos.
.

